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l . INTRODUCCIÓN

El 20 de noviembre de 1989 fue adoptada por la Asamblea General de las Naciones
Unidas la Con vención sobre los Derechos del Niño, el primer código universal, legalmente
obligatorio, que contiene norm as que entregan orientaciones éticas , v alóricas y operativas
destinadas a la protección y cuidados nece sarios para lograr el biene star de los niños. Su
obligatoriedad radica en la aceptación que cada Estado Parte hace de las estipulaciones de la
Convención y en la obligació n asumida de informar peri ódicamente a un comité de los
derech os del niño acerca de sus 'avances en estas materias.

Chile firmó y susc ribió la Convención el 26 de enero de 1990. EllO de julio de ese año
fue aprobada unánimemente por ambas ramas del Con greso y rat ificad a ante las Nacione s
Unidas el 13 de agos to del mismo año. Fue promulgad a como ley de la República mediante
Decreto Supremo N° 830 del Mini steri o de Relaciones Exteriores, publi cado en el Diario
Oficial el 27 de septiembre de 1990 , y entró en vigencia en Chile a partir de esa fecha.

El sujeto de la Convención es el niño y su objeto es que los niño s sean sujetos plenos de
derechos, conscientes y acti vos también en el cumplimiento de sus deberes y obligaciones.

La Convención, en . su artículo 1°, define al niño como "todo ser hum ano menor de
dieciocho años de edad, sa lvo que , en virtud de la ley que le sea apli cable , haya alcanzado
antes la mayoría de edad". Esta norma concuerda con nuestra legi slación, en la que, según el
art ículo 26 del Código Civil, ' se establece que: ..Llámase infante o niño todo el que no ha
cumplido siete ali as; impúber. el varón que no ha cumplido catorce ali as y la muj er que /10 ha
cumplido doce; adulto. el que ha dejado de ser impúber; mayor de edad o simplemente
mayor. el que Iza cumplido diecioclzo alias; y menor de edad, o simplemente menor. el que /10

Iz a llegado a cumplirlos ".
En cuanto a la situación y tratamiento del niño que está por nacer, la Convención no se

incl inó por una postura determinada, sea esta considerarlo niño desde la concepción . o bien,
desde el momento del nacimiento, dejándolo a criterio de las legi slaciones internas de cada
Estado Parte.

• Tex to prepar ad o co n la co labo ració n de los a lumnos. M. Fran ci sca Gil Lav andero: Sil van a del Vall e Bustos.
Marce la Sa laza r Flores. Paol a Ca sor zo Rodríguez. M. Pía Lertor a Sil va. Cr istób al Sar ralde Gonz ález, Carol ina
Gálvez Bugue ño. María de los Ánge les Ubill a Sant a Cruz y Soledad Vargas Carcovich,
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La Convención destaca que los menore s deben desarroll arse en un amb iente fami liar que
los pro teja, oriente , gu íe y co nduzca a su pleno desarr ollo, reconociend o el derecho de l niño. a
vivir co n su padre y madr e, a menos que la separación sea necesar ia para el interés superior
del niño (artículo 90 de la Conven ción), siendo deber del Estado garantizar su cumplimie nto
y, si fue re procedente, el del rég imen de visitas correspond iente.

2. CONCEPTO

La tendencia natural en de recho de fami lia ha sido la de abandonar el co ncepto de poder
co n la que se concebía la patr ia potestad. La idea de prerrogativas del padre sobre el hijo, con
la que se concebía a la autoridad paterna, se ha ido perd iendo paulat inamente. para ser
susti tuida por la idea de una función establecida en benefic io y conveniencia de los sujetos
pasivos de la misma.

La Convención sobre los Derechos del Niño recoge es ta idea, es tablec iendo como prin ci­
pio inspirador de todos sus preceptos el " interés superior del ni ño" , el cual se enc uentra
tratado en el inciso 1° de su artículo 30, a saber: " l . En todas las medidas co nce rnientes a los
niños que tomen las institu ciones públ icas o privadas de bienestar social, los tribunales, las
autoridades adm inis tra tivas o los órga nos legislativos, una co nside rac ión primo rdia l a que se
ate nde rá será el interés supe rior del niño" , ' .

La sola con sideración del niño como persona basta para hacerl e ap licab les todo s los
de rechos garantizados y reconocidos en los diversos textos internacionales o nacionales. Sin
embargo. por el hecho de ser el niño un ser especialísimo, es que se ha querido reforzar el
resguardo de su bie nestar a través de este cue rpo normativo.

Gram aticalment e, el "inte rés superior del niño" se define, segú n el Diccionario de la Real
Academia Española, en virtud de los tres conceptos que abarca :

Interés: es la conveniencia o necesidad de car ácter co lectivo en el orden materi al o moral.
Inclinación más o menos vehemente del ánimo hacia un obje to, persona, etc.;
Sup erior: es aquello que está más alto y en un lugar preeminente respecto de otra cosa;
Niño: que tiene pocos años, que tiene poca experiencia .

Al ana lizar el sentido gramatical que tiene la ex presión referida , constatamos su intención
de proteger al menor de edad, esto es, que frente a situaciones adversas en que las que este se
vea invo lucrado, cualquiera sea su naturaleza, se deben tomar en primer lugar todas las
medid as necesarias y pertinentes. basadas en su bienestar. Es primordial otorgarle el conj unto
de elementos necesar ios para su buen vivi r, lo cua l inclu ye toda clase de beneficios, cuidados
y asistencia para que posteriormente pueda asumir plenament e sus responsab ilid ades dent ro
de la comunidad. De ahí que la Convención impone al Estado el deber de asegura rle al niño
una adec uada protección y cuidado, cuando el padre, la madr e o la persona responsable de él
ante la ley, no tengan capacidad para hacerlo.

Ind iscut iblement e, el niño es persona, pero este pri ncip io pretende recalcar su especial
situación, dada su vulnerab ilidad, ya que no es tá en co ndiciones de conocer y hacer va ler sus
derechos, careciendo por sí solo de influencia social.

Intent ando defi nir el "i nterés superior del niño ", estimamos que es: "e l co nju nto de bienes
necesarios para el desarro llo integral y la protección de lá perso na del menor de edad y, en
genera l, de sus derechos, que busca n su mayor bienestar" . El bie n o bienes tar de un niño
estará dado, mirado desde un pri sma legal, al lograr la aplicac ión de las norm as de la Co nve n­
ción, en es pec ia l la del artíc ulo 30, ya citado, que exige la co nside rac ión de es te " interés
superio r del niño" al tom ar cualquier determ inación, sea en el ámbito públ ico, privado, j udi-
cial, administrativo o legal. .

El co ncepto abarca además la obligación de eleg ir las alternativas que permi tan el desa­
rro llo mora l e intelec tual de l niño dentro de la soc iedad. Va lga citar co mo eje mp lo el caso de
la tuición de menores, en que el j uez ha de tomar su decisión co nforme al interés superior del
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runo por sobre los intereses particul ares de los padres que se disputan la tuición (art. 225
inciso 3 Código Civ il, modificado por la Ley N° 19.58 5/98). Por lo tanto, el ju ez es tá obliga­
do a fa llar privilegiando sie mpre al menor y su bienestar tan to físico como psicológ ico .

El interés superior es , por lo ta nto, un deber de carácter moral que ha sido elevado o
con sagrado por el legislador a la categoría de norma jurídica, para así lograr su máxima
eficacia y seguridad. En consecuencia ,' las instit uc iones púb licas o pri vadas de bie nestar
soc ia l, los iri buna les, las autor idades administ rativas y los órga nos legislat ivos, en todas las
med idas que adopte n en re lac ión co n los menores, deberán considerar en forma primordial
este principio.

3. VALOR LEGAL DE LA NORMA

.Para de terminar el rango que la Co nvención sobre Derechos del Niño tiene dentro de l
ordenamiento ju rídico chi leno , debemos detenern os en nuestra Ca rta Fundamenta l, que zanja
todo co nflic to ' al respecto , es tab lec iendo en sus artículos 32 N° 17 Y 50 N° 1 que, de ser
aprobado y promu lgado un tra tado internacional según las normas con st ituc iona les, es te ten-
drá una ap licación directa como ley de la Repúbl ica. •

Aún más, por ser esta Convención re lativa al reconocim iento de de rechos humanos, goza
de ntro de nuestro siste ma j urídico de una posición de pri vilegio . En efec to , el artíc ulo 5 de la
Co nstitución Pol ítica de la Repúbli ca es tablece en su inciso r: "El eje rcicio de la soberanía
reconoce como limitación el respeto a los derecho s esenciales que emanan de la naturaleza
humana. Es deber del Estado respetar y promover tales derechos. gara ntizados por esta
Consti tución. así como por los tratado s internacionales rat ificados por Chile y que se en­
cuentran vigentes ".

En consec uencia, los derechos que limitan la soberanía son los derechos esenciales, es decir,
aquellos derechos que salvag uardan su propia humanidad, que emanan de su propia naturaleza y
que se encuentra n garantizados por la Const itució n y por los tratados intern acionales ratificados
por Chile y que se encuentren vige ntes '. A su vez, al limitar la soberanía al eje rcicio de estos
derechos, los órganos que la ejercen deberán conformarse a ellos: el Ejec utivo debe considerar­
los por sobre sus decisiones, la Judicatura debe emiti r sus fallos haciendo primar estos dere­
chos y el Legislativo debe enmarcar sus trá mites dentro de los lím ites trazados por ello s.

La situación de privil egio de la que gozan estos derechos deri va claramente de l tenor
liter al y del espíritu de la norma del artíc ulo 5° inciso 2° de la Con stitución Pol ítica de la
República, precedentemente transcrito.

Debemos tener presente, asi mismo, que el co nce pto de interés superior de l niño es una
norm a de ca rác ter co nsue tudinario, lo que le otorga un valor es pec ia l tod a vez que, al es tudiar
su gé nes is observa mos qu e, en tre las re formas propuestas en 1989 al Ej ecuti vo , se inc luía la
de incorporar automát icamente al ordenamiento j ur íd ico los derechos internacion ales co n­
suetudinarios, previamente jerarq uizados-. A es te respecto la doctrina ha dividido en dos sus
pos turas: 1) Por un lado, se afi rma que en caso de contradicción entre una nor ma re lativa a

.derechos humanos co nte nida en un trat ad o int ernaci on al y una norma co ns ti tuci ona l, opera
la derogación táci ta ap lica ndo el principio de la posterioridad, siempre que la norma deroga-
toria haya sido aprobada po r el quórum necesario para efectuar la reforma constitucional
pertinente.': y 2) Por el otro , hay quienes sos tienen que, de acuerdo co n el ar tíc ulo 5 inciso 2°,

I BERTELSEN. Raúl : "Rango j urídico delos trat ados intern aci ona les en el derecho chileno" ; Revista Chi le na
de Derecho ; P. Univers idad Católica de Chi le, Vol. 23 N° 2 Y N° 3. To mo l. 1996. p. 2 18.

1 CUMPLIDO . Francisco; "A lcances de la mod ificación del artí cu lo 5° de la Con stitución Política chi lena en
relac ión a los Tratados Internacionales" ; Revi sta Chil ena de Derecho: P. Universidad Cat ólica de Chil e. Vol. 23
W 2 y 3. Tomo l. 1996. p. 225.

3 Ibídem. p. 256.
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en relación con el artículo 19 N° 26 de la Constitución, un trat ado internacional no puede ser
constitucional si afecta los derechos esenciale s ya reconocidos por la Carta Fundament al,
porque el eje rcicio de la soberanía, y, por tanto, la pote stad legislativa, se encue ntran someti­
dos a tale s derechos. Así , esta segunda postura recon oce al tratado internacional garantiza do r
de un derecho humano esencial una jerarquía superior respec to de las normas co nstituciona­
les, siempre que no contradiga otros derechos establecidos prev iamente".

En definiti va, podemos sos tener ,que los tratados internacionales referidos a derechos
hum anos go zan, a lo menos, de una posición preferente respe cto de las dem ás norm as no
constitucionales , e incluso, pueden llegar a con st ituir norm as de rango co nstituc iona l o supra­
constitucional, toda vez que el eje rcicio de la soberanía se encuentra limitado por es tos
der echos y la potestad con stituyente es una de las form as que puede tom ar.

4. VISI ÓN HISTÓRICA

Históric amente la protección a los niños siempre ha sido un tema de especial preocupación.
La conciencia de que la protección a los niños, especi almente los más necesitados, consti tuye
un deber para la sociedad, se puede observ ar, incipienternente, ya durante el siglo XVI, alrede­
dor de 1550 , cu ando se dictaban normativas destinadas a cubrir la nec esid ad de educación de
los niño s, medi ante la cre ación de las primera s escuelas, a cargo de los Cabildos e Igle sia.

Desde el sig lo XVI y hasta principios del siglo XX , no hubo ningún intento por cre ar un
cuerpo normativo especializado para los niños, aunque sí hubo importantes avances, como
fueron la promulgación del Código Ci vil (1855) y del Código Penal (1874 ), as í com o la

.pietación de la primera Ley Orgánica Con stitucional de Enseñ anza Primari a y Norm al (1860 )
"y de , la Ley N° 2.675 sobre Infanci a Desvalida (1912). También se crearon important es
. instituciones que velaban por le edu cación y la sa lud de los niños, como el Insti tut o Nacional

(1813), la Escuela de Artes y Ofic ios (184 9), la Escuela Correccional del Niñ o (1896 ), el
primer Hospital de Niñ os (900) y el Con sejo Superior de la Infancia (191 3), entre otras .
Todas estas iniciativ as ponen de manifiesto la preocupaci ón que existía, en especi al, a princi­
pios del siglo XX con respecto a la situac ión de la infancia desvalida, aunque, en definitiva,
solo hubieren cooperado de form a imperfect a en otorgar una solución al problemas.

Durante la segunda déc ada del siglo pasado se comenzó a ges tar en nue stro país una
revolución de las ide as, dirigida hacia una concepción más innovadora en el ámbito soc ial.
Esto , sumado a la proliferación de instrumentos internacionales, frut os de di versas Conv en­
ciones, Con gre sos y Conferencias, siendo la principal, en materia de menores, la Decl aración
de Ginebra de 1923, que contenía la Decl aración de los Derechos del Niñ o, crea ron en Chil e
un ambiente de preocupación social y un ánimo eminent em ente protector. De esta forma y
cobijado por estas ideas se dictó en octubre de 1928 la Ley N° 4.447 , que creó los Ju zgados
de Menores, Casas de Menores y la Dirección General de Protección de Men ores. El texto
señ ala el punto de partida en materi a de protección de men ore s propiamente tal. Su objetivo
primordial era hacer efectiva la obligación del Estado de entregar protección a los niños",

Luego de dictarse la Ley N° 4.447, en 1935 se dictó la Ley N° 5.750 sobre Abandono de
Familia y Pago de Pensiones Alimentari as. Esto s dos cuerpos norm ativos constituyen los
pilares fund amentale s para la posterior legi slación de men ore s, pues se hacen cargo por un
lado de los menores en situac ión de abandono o infr actores de la ley penal , y, 'po r otro, del
incumplimiento del pago de las pen siones alimentarias .

4 NOGUEIRA, Humberto; "Los Tratados Intern acionales en el Ordenami ent o Juríd ico chileno" ; Revista Chilena
de Derecho ; P. Universidad Cat óli ca de Ch ile , Vol. 23 NO 2 Y 3. Tomo l. 1996. p. 355.

5 CROXATO. Alejandra y a CAMPO. Lui s Fel ipe ; "Ma nua l de Derecho de Menores" ; Memoria para optar al
grado de licen ciado en Ciencias Juríd icas de la Facult ad de Derecho de la U. Cent ral ; Sa ntiago. 1994. p. 13.

6 Ibí dem . pp. 18 Y 19.
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Pasaron cerca de treinta años, durante los cuales no se produjeron modi ficaciones signifi­
ca tivas, hasta que la realidad, sobrepasando el sistema, hizo necesario adecuar los preceptos
a la si tuac ión. Fue así como en 1961 se dictó la Ley N° 14.550 que regul ó los aspectos
administrativos de la Justicia de Menores , ampliando las facultades del Juez para apreciar la
prueba, así como para ordenar el pago de una pensión de alimentos, fundado en la pre sunción
de que el alimentante cuenta con los medios nece sarios para pagarla. Esta normativa sirvió de
base para la posteri or dict ación de dos leyes, fund amentales para la Jud icatura hasta el día de
hoy, cuales so n, la Ley N° 14.907 so bre Protección de Menores y 14.90 8 sobre Abandono de
Familia y Pago de Pension es Alimentari as, ambas de 1962.

El 8 de marzo de .1967 se promulga la Ley N° 16.618 de Menores, vigente hasta el día de
hoy, cuyos principales aportes fueron la creación de la Policía de Menores, así como la
modernización del sistema. Posteriormente, en 1979 se creó, mediante Decreto Ley N° 2.465
el Ser vicio Nacional de Menore s, org an ismo dest inado a perfeccionar el sistema, asumiendo
e l rol proteccioni sta previsto por el Estado.

A partir de 1990, año en que Chile ratifica y promulga la Con vención sobre los Derechos
del Niño como ley de la República, se origina dentro de la legisl ación nacional una nueva
co nce pción del Derecho de Menores, en que se pretende adecuar toda la normativa vigente a
los prin cipi os que tiend en a crear un sistema de protección inte gral de los menore s, conside­
rando al niño como un sujeto de derechos y deberes y respecto del cual ha de atenderse en
forma prim ordi al, al tomar deci siones que lo involucren, a su interé s superior.

Es necesario destacar que la idea de lograr el correcto desarrollo de los niño s, dándole
protección a quienes la necesitan y aplicando medidas tendientes a corregir y reh abilitar a
quienes infringen las leye s ha estado presente durante las diversas etapas de nuestra historia.
Los años han permitido perfeccionar el en foque con que el legi slador trata a los niño s caren­
ciados, lleg ando en la actualidad a dist inguir claramente dos vías: una proteccional propia­
mente tal y otra de carácter penal juvenil.

5. EFECTOS

A partir de lo comentado hasta ahora podemos con statar que el principio de " interés
superior del niño", como norma, es nuevo, producto de una Convención de carácter interna­
cional, que se gestó en Polonia durante 1979, año Internacional del Niño, en virtud d~ la
necesid ad de presta r al menor una protección ade cuada a su si tuación particular dentro de la
sociedad. Sin embargo, ha exi stido desde siempre, lo cual ju stifica su carácter de norm a
consuetudinaria, pue sto que es connatural a la esencia de la naturaleza hum ana.

La Con vención sobre los Derechos del Niño , junto con estatuir el principio del interés
superior del niño, ·10 hace obligatorio para los Estados que ratifican su contenido, toda vez
que en su art ículo 2 establece:

"Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente Convención y asegu­
rarán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción. sin distinción alguna, independiente­
mente de la raza. el color, el sexo. el idioma. la religión. la opinión política o de otra índole.
el origen nacional. étnico o social. la posición económica. los impedimentos físicos. el naci­
miento o cualquier otra condición del ni ño, de sus padres o de sus representantes legales.
Los Estados Partes tomarán todas las medida s apropiadas para garantizar que el niño se
vea protegido contra toda forma de discriminaci ón o castigo por causa de la condición.
las actividades. las opiniones expresadas o las creencias de sus padres. o sus tutores o de
sus f amiliares ".

Frente a las innumerables discriminaciones, malo s tratos , abusos, abandono y contiendas
judiciales a que se ha sometido a los niño s, es que se hace necesario es tablecer un cuerpo que
obligue, por un lado, a adecuar toda normativa interna a este principio de aplicación obligato-
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ria y por otro, a plantearse una reforma inte gral tendiente a crea r un efec tivo sistema protector
de los derechos de la infancia, a trav és de la creac ión de Tr ibun ales de Familia, Oficinas de
Prote cción de Derechos a nivel local y de la reestructuración del Servi cio Nacional de Menores,
modific aciones actua lmente en trámite, así como la instauración de una políti ca cri minal para
los adol escentes infractore s de la ley penal , que impli ca la dictaci ón de una ley de Responsabil i­
dad Pen al Ju venil y la creación de un sistema de administrac ión de ju stici a juvenil.

6. AP LICACIÓN

Paul atinamente, el co ncepto del interés superior del niño se ha ido inco rporando a nuestra
legislación y jurisprudencia . A partir de la ratificaci ón por Chile de la Con venci ón en 1990 ,
se han dictado , en el ámbito legislati vo, una serie de norm as qu e co ntienen en sus precept os
es te principio. Los principales cuerpos normati vos que pretend en mejorar la situac ión de los
niñ os, ate ndiendo a su int erés superior son:

Ley N° 19.325 de 27 de agosto de 1994. Establ ece normas sobre procedimient o y sanc io­
nes rel ati vos a los actos de violencia intrafami liar. Esta normati va, si bien no co ntie ne
ex presame nte el t érmino " interés superior del niñ o" , sí tiene plasm ado en su es píritu la
inte nción de proteger al niñ o que es víctima de es te tipo de vio lencia, sa ncionando seve­
ramente a su autor. A trav és de esta ley se resguarda no so lo la integridad física de la
per son a, sino que también la psicológica;
Ley W 19.585 de 26 de octubre de 1998. Modi fic a el Cód igo Civil y otros cuerpos
legale s en materi a de fili aci ón . Esta modificación terminó con la di scriminación qu e se
hacía a los niños res pec to a su orige n fam iliar o no , pue s se les clas if ica ba co mo hijos
legítimos e hij os ilegítimos o naturales, actua lmente siendo diferenci ados de acuer do a si
han nacid o 'dentro o fuer a de una rel ación matrimoni al , c las ificá ndo los en hijos de fil ia­
ción mat rim oni al e hij os de filiación no matrimoni al. De es ta forma se ha intentado
armonizar nuestra legi slación con el artículo 2 de la Conv ención sobr'e los Derechos del
Ñiñ o,:,'precedentemente tran scrito, en el se ntido de evitar toda forma de discr imin ación .
La nueva normati va relativa a las rel aciones de filiac ión existente entre dos o más indi vi­
'duos pre senta com o funda mento ·la necesidad de reconocer y respetar los der echos de los
•niñ os y niñ as de nue stro país, así co mo la ins taurac ión de deberes, obligato rios para los
menores de edad. El co ncepto del interés superior del niño se incor poró como un funda ­
mento rector del texto y como moti vo qu e el juez deberá ten er presente en tod as sus
intervenciones. Por lo tanto , toda deci sión deberá tomar en cuenta el imp acto que pro vo­
que en la aut onomía futura del men or.
Una de las modificaciones más comentadas, que es fru to de esta re form a, se refiere a las
form as de determinación de la paternidad o maternidad respecto de un hijo. Al respecto el
artículo 201 inci so 2 est ablece que, si bien la posesión notoria de la ca lidad de hijo
prefer irá a las pru eb as de ca rác ter biológico (ADN) en caso de contradicc ión entre ambas,
cuando se demostrare la inconveniencia de la regla anter ior para el hij o, primar á la pru eb a
de ord en biológico.
El artículo 222 inci so 2, a su vez, establece que la preocupación fundamental de los
padr es ha de se r el interés superior del hij o; el actual ar tículo 224 inciso 2 del Códi go
Ci vil , exige al juez adoptar sus res oluc iones atendiendo al int erés superior del niño to­
mando en cuenta su opinión. En virtud del art ículo 225 inciso 3, cuand o el interés del hij o
lo haga ind ispen sable, el juez podr á entreg ar su cuidado per sonal al padre que no lo tiene ;
por su parte, relacionado con lo anterior, el artículo 229 inc iso 2 permite sus pende r o
restringir el ejercici o del derecho de visit a cuando manifiest amente perjudique el bie nes­
tar del niñ o. El artículo 234 inci so 3 señala que, cuando sea necesari o para el bienestar
del hij o, los padres podrán so lic itar al Tr ibun al que determine la vida futura de aque l; y el
artículo 240 inci so 2 faculta al juez para saca r al men or del pod er de la per sona que 10 ha
alimentado o cri ado, si lo es tima de convenienci a para el hij o.
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Respecto de la patria potestad, el artículo 244 inciso 3, prescribe que, cuando el interés
del hijo lo haga indispensable, el juez podrá confiar el ejercicio de tal derecho al padre o
madre que carezca de él, o radicarlo en uno solo de los padres, si la ejercieran conjunta­
mente. Sin embargo, por acuerdo de los padres, o por resolución judicial fundada en el
interés del hijo , podrá atribuirse la patri a pote stad al otro padre, según el artículo 245
inciso 2. Fin almente , cuando se haya suspendido la patria potestad, podrá recuperarla el
padre o madre al cesar la causa de dicha suspensión, en interés del hijo . Incluso, la
emancipación del hijo, que en principio es irrevocable, podrá ser revocada cuando la
recuperación de la patria potestad convenga a los intereses del hijo.
Ley N° 19.620 de 5 de agos to de 1999. Dicta norm as sobre Adopción de Menores. En
este cuerpo se concibe la adopción como una institución que tien e como objeto principal,
reconocer el derecho que tiene todo niño de crecer en una familia que le dé afecto, se
preocupe de su bienestar es piritual y material , brindándole seguridad y cuidado continuo,
contribuyendo al pleno y armonioso desarrollo del menor. Es importante destacar que las
anteriores leye s que regulaban la Adopción (N° 7.603, N° 18.703 ) establecían la nece si­
dad de que la Adopción significara un beneficio o una ventaja para el menor y solo en ese
evento procedía el otorgamiento de la adopción. Esta idea se contiene en la nueva norma­
tiva, ade cuada a los térm inos introducidos por la Con venci ón sobre los Derechos del
Niño. Es así como en su artículo 1 se establece: "La adopción tiene por objeto velar por el
interés superior del adoptado ..." .
Ley N° 19.711 de 18 de enero de 2001. Regula el derecho de visita a los hijos sometidos a
la tuici ón de uno de los padres. Esta ley establece una serie de modificaciones sustantivas,
regulando el procedimiento para otorgar visitas en forma bastante diferente a la ley anterior.
Además, en el número 2 de su artículo único , que modifica el artículo 48 de la Ley de
Menores, se establece que el juez podrá modificar la regulación de las visitas cuando lo
pactado fuere perjudicial para el bienestar del niño, podrá suspender o restrin gir el ejercicio
del derecho a visita a los hijos por la misma razón y podrá conferir derecho a visitar al
menor a sus parientes cuando pare zca de manifiesto la conveniencia para el menor.

Por su parte, la internalización del principio del interés superior del niño por la judica­
tura ha sido más lenta que en el ámbito legislativo. Las sentencias paulatinamente han ido
incorporando el principio. A este respecto cabe destacar una sentencia de la Corte de Apela­
ciones de San Miguel , de fecha 18 de marzo de 1997, relati va a una causa en la cual los padre s
se disputaban la tuición de sus dos hijas. Para resolver, la Corte toma como pruebas básica s
informes psicológicos e informes sociales referentes a las menores y en los cuales se recogían
sus aspiraciones. Al dirimir la cuestión, se reconocía como base de la deci sión, la conveniencia
y el interés de las menores, en armonía con los sentimientos y anhelos exteriori zados por ellas,
considerando que las niña s son los sujetos y principales beneficiarios del Derecho de Menores.
A este respecto se atiende a lo dispue sto en el artículo 3° de la Convención sobre los Derechos
del Niño, tratado internacional ratificado por Chile y, por ende, con plena eficacia jurídica.
Dentro de la Convención exi sten , asimi smo , norma s específicas respecto del derecho del niño

. que est á separado de uno o ambos padres a mantener relaciones personales y contacto con
ambos padres de modo regular, reconociéndose la necesidad de garantizar al niño que esté en
condiciones de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión en todos los asunto s
que ' 10 afecten, debiendo, con tal fin, dársele oportunidad de ser escuchado en todo procedi­
miento judicial o administrativo que le concierna, preceptos estos que resultan congruentes con
la norma del artículo 36 de la Ley N° 16.618 de Menores, la cual obliga al ju ez a oír siempre,
siendo ello posible, al menor púber e impúber en las materias que sean de su interé s".

7 Lib ro de Regi st ro de Sent en eias Civil es de la Co rte de Apel aci ones de San Miguel. diciembre 1996 a marzo
de 1997 ( 18 de mar zo de 1997 ). .
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7. CONCLUS IÓN
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El princip io de l bienestar de l menor, por ser un derecho de carác ter consuetudinario, ha
estado present e des de tiempos antig uos, pero ha sufrido una importante evo lución, que le ha
permitido llegar al aca bado co ncepto de "i nterés superior" , que conocemos hoy, y al cual nos
hemos estado refiriendo .

La aprobación de la Convención sobre los Derechos de l Niño co nstituye un hito trascen­
den tal, y el Estado ha asumido la obligación de respetar la y asegurar su ap licac ión, indepen­
die ntemente de la condición física, mental, eco nómica, social o cultural de l niño, benefician­
do a aprox imada mente un terc io de la població n nacional , 5.110.903 de niños y niñas, quie nes
al lograr desarroll ar el máx imo de sus capaci dades y pote ncialidades co mo persona, con
derechos y responsab ilidades , podrán ser protagonis tas de su pro pio desa rro llo y co nduci r al
mismo tiempo al desarrollo de l país.




